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Especial Doctrina: El Derecho penal en la Unión Europea

La armonización del derecho penal ante el Tratado de Lisboa y el programa
de Estocolmo. European Criminal Policy Intitiative y el Manifi esto sobre
Política Criminal Europea

Adán Nieto Martín* Universidad de Castilla la Mancha

*  En nombre de European Criminal Policy Initiativ: (Petter Asp, Prof. Dr. Nikolaos Bitzilekis, Sergiu Bogdna, Thomas Elholm, 
Luigi Foffani, Dan Frände, Helmut Fuchs, Maria Kaiafa Gbandi, Jocelyne Leblois-Happe, Cornelius Prittwitz, Helmut Satzger, Ludwig-
Maximilians Universität Münche, Alemania. Elisavet Symeonidou-Kastanidou, Ingeborg Zerbes, Universität).

Revista Penal, n.º 27.— Enero 2011

ABSTRACT: El Grupo de Política Criminal Europea es una red académica compuesta por 14 profesores de diez 
Estados miembros de la Unión europea. Fue fundado en 2008 en Munich para analizar críticamente la política cri-
minal de la UE. En 2009, el grupo publicó un Manifiesto sobre Política Criminal europea que contiene los principios 
básicos que deben guiar a toda política criminal en la Unión. El Manifiesto se realizó con la finalidad de ser el punto 
de referencia para la evaluación de las nuevas propuestas legislativas europeas que versen sobre el Derecho penal. 
El presente trabajo ofrece una visión general del Manifiesto, así como sus interconexiones futuras con el Tratado de 
Lisboa y el Programa de Estocolmo.

PALABRAS CLAVE: Manifiesto – Derecho penal europeo – Programa de Estocolmo – Tratado de Lisboa.

ABSTRACT: The European Criminal Policy Initiative is an academic group of 14 criminal law professors from ten 
Member States of the European Union. It was founded in 2008 in Munich in order to analyze critically the criminal 
policy of the EU. In 2009 the group published a Manifesto on the European Criminal Policy. It contains basic prin-
ciples which - if respected - guarantee a consistent and acceptable criminal policy in the EU. The Manifesto should 
serve as an evaluation tool that can be used to evaluate new proposals for European legislation with an influence on 
criminal law. The present paper focuses on the Manifesto and its future interconnections with the Treaty of Lisbon and 
the Stockholm Program.

KEY WORDS: Manifesto – European Criminal Law – Stockholm Program – Treaty of Lisbon.

1. European Criminal Policy Initiative: las preocupa-
ciones iniciales

En Abril de 2008, convocados por Helmut Satzger, un 
grupo de catorce profesores pertenecientes a diez países de 
la UE decidimos crear un equipo de investigación, al que 
denominamos European Criminal Policy Initiative con la 
fi nalidad de seguir de cerca el desarrollo del derecho pe-
nal europeo. En una primera reunión, se estableció, de un 

lado, que la actitud del grupo era enteramente favorable a 
la construcción y el desarrollo de la actividad de la UE en 
materia penal, pero también que ésta debía desarrollarse 
en consonancia con los principios y garantías básicas del 
derecho penal; desde este punto de vista algunos aspec-
tos del derecho penal europeo resultaban preocupantes. 
Estos rasgos afectan tanto al derecho procesal penal eu-
ropeo construido a partir del principio de reconocimiento 
mutuo, como al derecho penal material y, en concreto, a 
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la armonización del derecho penal. A la hora de elegir un 
terreno para la investigación, el grupo consideró que éste 
último ámbito debía resultar prioritario. La bibliografía y 
el debate sobre el principio de reconocimiento mutuo y sus 
principales instrumentos como la orden de detención euro-
pea son considerablemente mayores a los que existe sobre 
la armonización. Incluso en el ámbito de la cooperación se 
han elaborado ya propuestas de modelos alternativos de 
proceso penal transnacional1. 

En una segunda fase de nuestro trabajo, determinamos 
con más detalles cuáles eran los puntos que más nos pre-
ocupan del proceso de armonización. Se detectaron cinco 
críticas básicas:

En primer término, resultaba criticable que en el pro-
ceso de elaborasen sin hacer referencia alguna a los prin-
cipios político criminales básicos que rigen el derecho 
penal desde la Ilustración. En los diversos documentos 
del iter legislativo comunitario y no digamos ya en las 
motivaciones de los actos jurídicos, es difícil, encontrar 
referencias y argumentaciones acerca del derecho penal 
como última ratio del ordenamiento jurídico o refl exiones 
acerca del bien jurídico tutelado (siquiera como interés 
socialmente relevante) y de la idoneidad de los compor-
tamientos que se sancionen para lesionarlo o ponerlo en 
peligro. 

En general, y sobre todo tras la importante sentencia 
Comisión c. Consejo del 20052, da la impresión que la 
UE, y lo que es más preocupante el TJCE, tiene una visión 
deformada del derecho penal. La imagen que sugiere esta 
sentencia es la de un derecho penal orientado a proteger la 
efi cacia de normas extrapenales. Un instrumento cuya uti-
lización está orientada solo por razones de efi cacia y cuya 
utilización no plantea problemas cualitativamente distintos 
a la utilización por ejemplo de sanciones administrativas3. 
Esta imagen instrumental del derecho penal se evidencia 
también con claridad cuando la justifi cación para la armo-
nización o para establecer un determinado grado de san-
ciones es la mejora de la cooperación judicial con otros 
Estados.

Existe, en tercer lugar, una falta de transparencia en el 
proceso de toma de decisiones político criminales. Muchas 
decisiones de gran calado para la estructura de un orde-
namiento como, por ejemplo, la responsabilidad de las 
personas jurídicas, se han adoptado sin que se haya hecho 
público algún tipo de documento explicando su sentido po-
lítico criminal. Ni que decir tiene que tampoco ha existido 
un debate público, es decir, al que puedan tener acceso los 

ciudadanos sobre esta cuestión. Esta ausencia de transpa-
rencia enlaza con las cuestiones relativas al défi cit demo-
crático de la UE y la compatibilidad de la armonización 
con la reserva de ley en materia penal. En efecto, una de 
las funciones de esta institución es garantizar un debate 
transparente, de tal modo que los ciudadanos puedan exigir 
después responsabilidades a sus representantes (acconta-
bility) por sus decisiones. 

En cuarto lugar, se expresaron dudas acerca de que en 
muchos casos el principio de subsidiariedad fuera respeta-
do. Como es sabido, éste principio que opera en las compe-
tencias compartidas, como es el derecho penal, y exige que 
la UE solo intervenga en la medida en que los objetivos 
que pretende alcanzar no puedan ser alcanzados de manera 
sufi ciente por los Estados miembros y, por consiguiente, 
puedan alcanzarse mejor a nivel comunitario. La subsidia-
riedad no es solo reparto de poderes sino que tiene un im-
portante contenido democrático acerca la toma de decisio-
nes a los poderes públicos más cercanos al ciudadano. Con 
ello de nuevo aumenta la accountability política, pues es 
más fácil exigir responsabilidad a los gobernantes nacio-
nales que a los Europeos. La intervención de la UE además 
resulta a veces inefectiva. No siempre se consigue la armo-
nización deseada y los Estados miembros no transponen o 
transponen a su modo las DM o directivas. La protección 
de los intereses fi nancieros o la corrupción entre privados, 
en España, son buenos ejemplos. 

La armonización de las penas constituyó el quinto moti-
vo de preocupación. Las últimas DM de la UE establecen 
actualmente con gran precisión los marcos penales, a di-
ferencia de los primeros Convenios, directivas o DM que 
otorgaban un alto grado de discrecionalidad nacional a tra-
vés de la fórmula de «los Estados establecerán sanciones 
efectivas, disuasivas y proporcionadas». La determinación 
de las penas ocasiona problemas de coherencia dentro de la 
escala de penas nacional. Las penas exigidas por los actos 
comunitarios, en algún caso, no existían en los derechos 
nacionales. Finlandia, por ejemplo, no disponía en su catá-
logo de penas privativas de libertad de una pena de 15 años 
como exigía la DM sobre terrorismo4. No es infrecuente 
igualmente que la pena exigida sea desproporcionada en 
atención a la que se prevé en el Código penal nacional para 
delitos similares. Los daños informáticos en el Código pe-
nal español son un buen ejemplo. 

Es verdad, que muchas de estas preocupaciones pue-
den trasladarse sin problemas a los derechos penales na-
cionales, donde incluso pueden verse amplifi cadas. El 

1  Vid. Schünemann (dir), Ein Gesamtkonzept für die europäsiche Strafrechtspfl ege, Köln, 2006; Sieber, ZStW, Bd. 121 (2009), 
nº 1 p. 1 ss. 

2  STJCE, asun, C-167-03, de 13.9.2005.
3  Vid. por ejemplo, en este sentido VOGEL, Wertpapierhandelsstrafrecht – Vorschein eines neues Strafrechtsmodells?, in 

Festschrift für Günther Jakobs, Berlin, 2007, p. 731 ss o también Nieto Martín, Posibilidades y límites de la armonización del Derecho 
penal nacional tras (Comisión v. Consejo). Comentario a la STJCE, asunto. C-176/03, de 13-9-2005, Revista Española de Derecho 
Europeo, 2006, nº 1. 

4  Vid. Decisión Marco de lucha contra el terrorismo de 13 de junio de 2002 DOCE L 164/3 de 26.6.2002. La DM 2008/919/JAI 
DO L 330/2 de 9.12.2008 que modifi ca el anterior texto, sigue manteniendo las mismas penas. 
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peñar en la armonización y a la estructura de la UE. Así, 
por ejemplo, el principio de determinación no puede signi-
fi car lo mismo en el momento de transponer una directiva 
que en el momento de elaborar la directiva. La obligación 
de ser taxativo compete al legislador nacional. Si las nor-
mas europeas fueran muy taxativas, aminorarían el margen 
de maniobra del derecho penal lo que no resulta deseable. 
Por ello la determinación se exige que: «Cuanto menos 
margen de apreciación otorgue una decisión marco o una 
directiva a los Estados miembros, con mayor intensidad ha 
de cumplir la norma jurídica europea con el principio de 
determinación. Cuando la norma europea tenga como fi -
nalidad la unifi cación, o la armonización total, de los tipos 
penales nacionales debe respetar de igual modo que un tipo 
penal el principio de determinación». 

En segundo lugar, los principios se acompañan de 
una obligación de argumentación. El legislador europeo 
debe argumentar expresamente la adecuación a un deter-
minado principio. Ello es fundamental por ejemplo a la 
hora de dotar de una efi cacia real a principios como el 
de proporcionalidad o subsidiaridad. Las obligaciones de 
argumentación aumentan la transparencia en la adopción 
de las normas europeas, lo que ayuda a incrementar el 
control judicial sobre su oportunidad y contenidos, pero 
también el control por parte de la opinión pública euro-
pea, lo que incrementa su nivel de legitimidad. De este 
modo, aunque el manifi esto se dirige principalmente al 
legislador europeo, sirve para incrementar el control ju-
dicial por parte del TJCE, la ausencia de motivación, su 
insufi ciencia manifi esta o su irracionalidad pueden ser 
determinantes para declarar la nulidad de un acto jurídico 
europeo. 

El Manifi esto se acompaña en tercer lugar de concretos 
ejemplos que muestran en qué supuestos ha existido una 
legislación coherente con nuestros principios y en cuáles 
no. Con ello se demuestra, especialmente, como hasta aho-
ra buena parte del proceso de armonización respeta estos 
principios y muestra el camino a seguir. 

3. Tratado de Lisboa, el Programa de Estocolmo y los 
contenidos del Manifi esto

La mayor parte de la investigación fue redactada en 
una época de incertidumbre. Rechazado el Tratado de 
Constitución Europea, la situación en Irlanda y en la 
República Checa impedía también saber cuál iba a ser 
el futuro del Tratado de Lisboa que fi nalmente entró en 
vigor el 1 de Diciembre del 2009. Pocos días después el 
11 de Diciembre el Consejo Europeo aprobó el Programa 
de Estocolmo6, que sucede a los Programas de Tampere 
y la Haya, y que fi ja, en este nuevo marco, la actividad 
legislativa en asuntos de justicia e interior para el periodo 
2010-2014. Hace unos días se promulgó el Plan de Ac-

populismo punitivo, la tendencia a endurecer las penas y 
reaccionar con el derecho penal ante cualquier problema 
social, la consideración de las garantías como un estorbo 
en la «lucha» contra la criminalidad resultan una constante 
también en muchos países miembros. Desde este punto de 
vista quizás pudiera decirse que el derecho penal europeo 
ha tenido la desgracia de nacer en un mal momento. Por 
otro lado, en las últimas décadas diversas organizaciones 
internacionales están jugando un papel muy destacado en 
el ámbito de la política criminal. Los Convenios, resolu-
ciones, recomendaciones, o iniciativas de órganos como 
Naciones Unidas, la OCDE, el Consejo de Europa confor-
man en buena medida la política criminal en materia de 
blanqueo de capitales, terrorismo, criminalidad organiza-
da, corrupción, medio ambiente, inmigración ilegal, deli-
tos informáticos etc. Algunas de las críticas que se le hacen 
al sistema penal europeo, por ejemplo en materia de terro-
rismo o inmigración ilegal, no son sino refl ejo del «signo 
de los tiempos», y no son consubstanciales a la existencia 
de un derecho penal supranacional. 

No obstante, esta realidad no puede representar nin-
guna excusa para cruzarse de brazos y abandonar toda 
crítica al derecho penal europeo, exactamente igual que 
no se abandona la crítica del derecho nacional. Por otro 
lado, el derecho penal europeo tiene más peligros de des-
legitimación por parte de la opinión pública que el dere-
cho nacional, la crítica en algunos países al proceso de 
integración europea y el euroescepticismo puede afectar 
a la evolución del derecho penal, que en el hardware de 
muchos ciudadanos todavía es un atributo del Estado na-
cional. Tampoco debe olvidarse que algunos legislado-
res nacionales, y muy especialmente en Español, utilizan 
las normas de armonización como excusa para elevar 
las penas. Una buena prueba de ello es lo ocurrido en 
el Proyecto de reforma del CP y la invocación de la DM 
2004/68 relativa a la lucha contra la explotación sexual 
de los niños y pornografía infantil5. Armar al derecho pe-
nal europeo con los principios básicos del derecho penal 
es un buen remedio para evitar su deslegitimación y ga-
rantizar su desarrollo. 

2. El Manifi esto sobre política criminal

Estas preocupaciones que se acaban de expresar, expli-
can los contenidos y los fi nes del Manifi esto sobre política 
criminal europea. El principal objetivo del Manifi esto es 
que los principios y garantías básicos del derecho penal 
fueran decisivos en el proceso de gestación de las normas 
europeas. Para ello la metodología elegida fue la siguien-
te. En primer lugar enunciar los principios elaborando una 
defi nición que pudiera ser compartida por las distintas cul-
turas jurídicas que conviven dentro de la UE, pero también 
adecuando su contenido a las funciones que deben desem-

5  DOCE 13/2004, de 20.1.2004.
6  Programa de Estocolmo: una Europa abierta y segura que sirva y proteja al Ciudadano, Documento del Consejo 17024/09, 

adoptado por el Consejo Europeo el 10/11 Diciembre de 2009.
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la gestación de las normas europeas. Los Protocolos sobre 
el papel de los Parlamentos nacionales y sobre la apli-
cación de los principios de subsidiariedad y proporcio-
nalidad mediante el sistema de «alerta temprana» y «tar-
jeta naranja» permiten a las asambleas legislativas de los 
Estados examinar si la propuesta legislativa se adecua a 
los postulados del principio de subsidiariedad. Finalmen-
te, el Tratado de Lisboa permite que el TJCE a través de 
los recursos de anulación y la cuestión prejudicial pueda 
controlar la interpretación y la legitimidad de las normas 
europeas, desde el punto de vista del principio de subsi-
diariedad, pero muy particularmente en lo que concierne a 
su respeto a los derechos fundamentales positivizados en 
la Carta Europea de Derechos fundamentas que adquiere 
valor positivo. La incorporación de la UE al CEDH y con 
ello la competencia plena del TEDH sobre la actividad de 
la UE completará este proceso.

El programa de Estocolmo y su Plan de acción tienen 
una especial sensibilidad, no tan presente en Tampere y el 
Programa de la Haya con la razonabilidad y la calidad de la 
legislación8, así como el respeto a los derechos fundamen-
tales9 y el principio de subsidiariedad. La necesidad de que 
las normas europeas sean coherentes con la legislación ya 
adoptada10 —coherencia horizontal— se establece expresa-
mente —vid. también en este sentido el 11.3 del TFUE— 11. 
La evaluación, un instrumento imprescindible para la racio-
nalidad legislativa, se contempla también como principio 
de buena legislación, lo que resulta por otra parte obligado 
en el Espacio de Libertad Seguridad y Justicia a la vista del 
art. 70 del TFUE12. 

La mayor sensibilidad con los principios que deben ins-
pirar una buena legislación se evidencia también en un re-
ciente documento del Consejo titulado Proyecto de conclu-
siones del Consejo sobre disposiciones tipo para orientar 
las deliberaciones del Consejo sobre Derecho penal. Aun-
que el valor jurídico de este texto, en caso de aprobarse, re-
sulta bastante reducido, tomado en serio requeriría que en 
la adopción de una disposición penal de carácter sustantiva 
el Consejo en su discusión tuviese que justifi car y evaluar 
el cumplimiento de principios como el de última ratio13, 
proporcionalidad y subsidiariedad14, protección de bienes 

ción del Programa de Estocolmo7 que concreta aún más 
sus contenidos. 

El Tratado de Lisboa mejora notablemente la situa-
ción legislativa en que hasta ahora se ha desarrollado la 
armonización del derecho penal, por lo que proporciona 
un entorno jurídico más favorable para el desarrollo de 
principios como los que se expresan en el Manifi esto. De 
un lado, estable con algo más de claridad cuáles son las 
materias que pueden ser armonizadas (art. 83.1 TFUE), 
si bien la competencia aneja ofrece un margen de libertad 
considerable a la acción comunitaria, que puede armoni-
zar cualquier materia que guarde una estrecha relación 
con las políticas de la Unión (83.2 TFUE). Pero sobre 
todo, y de otro lado, establece un nuevo mecanismo de 
check and balances que hace más plausible la legitimidad, 
la racionalidad y el control de la legislación europea y, 
por tanto, la efectividad de los principios enunciados en 
el Manifi esto. 

En ello resulta decisiva la desaparición del sistema de 
pilares. Hasta la fecha, y pese a decisiones como Comisión 
c. Consejo, la armonización del derecho penal estaba más 
ubicada en el tercer pilar que en el primero. Ello quería 
decir, en términos políticos, que los Estados miembros y 
concretamente sus gobiernos eran los directores principa-
les y que el control del TJCE y la participación del PE era 
bastante reducido. No era extraño en este escenario que 
algunos países intentaran utilizar la legislación supranacio-
nal para adoptar reformas difíciles de llevar a cabo en sus 
propios sistemas. Lisboa introduce un nuevo sistema de 
división de poderes. La competencia para proponer nuevas 
iniciativas legislativas reside ahora en la Comisión, en el 
marco del procedimiento ordinario, donde el Parlamen-
to Europeo tiene una función de colegislador, al lado del 
Consejo (art. 294 TFUE). En la fase de propuesta de una 
directiva tendente a armonizar el derecho penal, la única 
especialidad son los denominados emergency brakes que 
permite a los gobiernos nacionales bloquear un proyec-
to de directiva cuando consideren que afecte a «aspectos 
fundamentales de su sistema de justicia penal» (art. 83.3 
TFUE). En esta redistribución de poderes, el Tratado po-
tencia también el papel de los Parlamentos nacionales en 

7  Communication from the Commission to the European Parliament, the Council, the European Economic and Social Committee 
and the Committee of the Regions.

Delivering an area of freedom, security and justice for Europe’s citizens.
Action Plan Implementing the Stockholm Programme Brussels, 20.4.2010.
COM(2010) 171 fi nal.
8  Cfr. Programa de Estocolomo, (not. 6), p. 7.
9  Cfr. Programa de Estocolomo, (not. 6), pág. 11 ss.
10  Cfr. Programa de Estocolomo, (not. 6), p. 7.
11 Cfr. Programa de Estocolomo, (not. 6), p.6. 
12  Cfr. Programa de Estocolomo, (not. 6), p. 7.
13  Cfr. Communication from the Commission (not. 7): «Como punto de partida, la Unión Europea debería atenerse al principio 

general de recurrir al Derecho penal solo en última instancia.
14  Las disposiciones penales deben adoptarse de conformidad con los principios establecidos en los Tratados, entre otros los de 

proporcionalidad y subsidiariedad, y han de estar encaminadas a responder a conductas claramente defi nidas y delimitadas que no 
puedan abordarse efi cazmente con medidas menos rigurosas:
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jurídicos y lesividad del comportamiento15, principio de 
determinación16, principio de culpabilidad17. 

Pese a esta creciente sensibilidad, lo cierto es que las 
últimas iniciativas legislativas siguen sin adaptarse ple-
namente a los principios básicos de política criminal que 
ECPI propone en su manifi esto. 

A partir del Libro blanco sobre la gobernanza europea18, 
los actos legislativos de la UE vienen precedidas de estu-
dios de impacto, pero las refl exiones que estos contienen 
entienden la proporcionalidad, coherencia o las alternati-
vas al derecho penal de modo muy distinto a cómo han 
sido formuladas por el manifi esto. Un buen ejemplo es la 
evaluación de impacto, la relativa a la trata de personas. 
La coherencia horizontal se entiende en la práctica en el 
sentido de que la armonización debe ser consistente con 
otras políticas de la Unión, pero no se llega a analizar, por 
ejemplo, si las sanciones que se establecen son coheren-
tes con las ya existentes en otras directivas o DM19. Este 
mismo instrumento justifi ca un aumento de las penas (6 

años tipo básico, 10, 12 en los casos agravados)en relación 
a la DM actualmente vigente, con una argumentación es 
manifi estamente insufi ciente: «current FD only envisaged 
a maximun penalty for aggravating circumstances. In ad-
dition, such penalti (8 years) is not considered adequate 
taking into account the perceived gravity of the crimen. 
The new FD would imply a signifi cant step forward in the 
process of approximation of penalties...». Igualmente, en 
este mismo documento, aunque se analiza expresamente 
la posibilidad de utilizar mecanismos de tutela alternativas 
al derecho penal, se analiza a partir de criterios ajenos al 
principio de última ratio (impacto social y económico). La 
repercusión sobre los derechos fundamentales se utiliza 
para justifi car la sanción, pero no para examinar crítica-
mente sus disposiciones. La reciente propuesta de DM so-
bre pornografía infantil continúa solicitando de los Estados 
miembros el castigo de la pornografía virtual20, lo que se 
compagina mal con el principio de lesividad y protección 
de bienes jurídicos. 

a) en los ámbitos de los delitos de especial gravedad que tengan una dimensión transfronteriza, bien por su naturaleza o sus 
repercusiones, bien porque resulte particularmente necesario reprimirlos de consuno, o

b) si la aproximación de las disposiciones penales legales o reglamentarias de los Estados miembros resultara fundamental para 
garantizar una aplicación efectiva de una política de la Unión en un ámbito que estuviera sujeto a medidas de armonización.

15  Las disposiciones penales se centrarán en las conductas que provoquen un daño real o que amenacen gravemente el 
derecho o interés fundamental que sea objeto de protección. Es decir, se evitará la tipifi cación de una conducta en una fase injustifi -
cadamente incipiente. Aquellas conductas que solo supongan un peligro abstracto para el derecho o interés protegido se tipifi carán 
únicamente si resulta adecuado hacerlo en función de la importancia particular del derecho o interés objeto de la protección.

16  La descripción de una conducta que se tipifi que como punible con arreglo al Derecho penal habrá de estar formulada con 
precisión, a fi n de garantizar una aplicación, alcance y signifi cado previsibles.

17  En general, la legislación penal de la UE solo deberá prever penas para actos que hayan sido cometidos intencionalmente.
– La conducta negligente se tipifi cará únicamente cuando de una evaluación en cada caso concreto se desprenda que ello resulta 

conveniente debido a la especial relevancia del derecho o interés fundamental objeto de la protección, por ejemplo, en casos de negli-
gencia grave que ponga en peligro una vida humana o provoque un daño grave. No se contemplará en la legislación penal de la UE la 
tipifi cación de un acto que se haya cometido sin intención ni negligencia, es decir, la responsabilidad objetiva.

18  La gobernanza europea. Un libro blanco. Bruselas, 25.7.2001. COM (2001) 428 fi nal.
19  Vid. también vid. por ejemplo, Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo relativa a la prevención y la lucha 

contra la trata de seres humanos y la protección de las víctimas, por la que se deroga la Decisión marco 2002/629/JAI, 30 de marzo 
de 2010. p. 4.

20  Propuesta de Directiva (not. 18), Art. 2. b iv): «imágenes realistas de un niño participando en una conducta sexualmente 
explícita o imágenes realistas de los órganos sexuales de un niño, con independencia de la existencia real de dicho niño, con fi nes 
eminentemente sexuales».


